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Resumen 
 
Esta investigación aporta al campo aún poco explorado de la impunidad en el contexto del 

crimen organizado, examinando sus impulsores sistémicos: la ausencia del Estado, la corrupción 

institucional y la ineficacia de los sistemas de justicia penal. A través de análisis de regresión en 

panel, se exploran las relaciones entre estos factores y la impunidad, entendida como el fracaso 

en responsabilizar a los perpetradores mediante mecanismos penales, civiles o administrativos. 

Los hallazgos muestran que las deficiencias en la provisión de servicios públicos (como salud, 

educación y seguridad) se asocian significativamente con mayores niveles de impunidad, al 

generar vacíos de poder que el crimen organizado aprovecha para consolidar formas de 

gobernanza paralela. Asimismo, se observa que la solidez de los sistemas penitenciarios guarda 

una correlación negativa con la impunidad, lo que resalta la relevancia de instituciones seguras 

y rehabilitadoras para interrumpir redes criminales dentro y fuera de las prisiones. Finalmente, 

la corrupción en cuerpos policiales y legislativos intensifica el problema: en el primer caso, al 

socavar investigaciones y facilitar la connivencia con organizaciones delictivas; en el segundo, al 

generar vacíos legales y bloquear la supervisión judicial. En conjunto, los resultados evidencian 

cómo la interacción de estas debilidades sistémicas sostiene tanto al crimen organizado como a 

la impunidad, y subrayan la urgencia de reformas integrales orientadas a fortalecer las 

instituciones estatales y garantizar la rendición de cuentas. 

Palabras clave: Impunidad, Crimen Organizado, Justicia Criminal 
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1- Introducción   
La investigación sobre la impunidad asociada al crimen organizado proporciona información 

sobre cómo los fracasos sistémicos de gobernanza permiten que las redes criminales operen 

con mínimas consecuencias. La impunidad es definida como la “ausencia de responsabilidad 

penal de facto o de jure por parte de los perpetradores de violaciones, así como la 

responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque evaden la investigación, la acusación, 

el arresto, la persecución y las sanciones apropiadas, incluyendo la compensación por el daño 

causado a sus víctimas” (Consejo de Derechos Humanos, 2005, p.6). Este fenómeno socava el 

estado de derecho, erosiona la confianza pública en las instituciones y perpetúa ciclos de 

violencia. El crimen organizado  prospera en entornos donde las instituciones estatales son 1

débiles, los sistemas de justicia ineficaces y la corrupción generalizada, desestabilizando aún 

más las estructuras sociales e institucionales. Este problema es especialmente prevalente en 

América Latina, una región marcada por altos niveles de violencia e impunidad a pesar de los 

esfuerzos significativos para fortalecer las capacidades de las fuerzas del orden y del sistema 

judicial (UNODC, 2023). 

Esta investigación examina los factores estructurales que permiten que la impunidad persista, 

como la corrupción, los mecanismos de rendición de cuentas débiles y los sistemas judiciales 

ineficaces. Al integrar conocimientos teóricos con evidencia empírica, este estudio ofrece un 

marco estructurado para entender cómo el crimen organizado florece bajo condiciones de 

impunidad. Además, es la primera investigación sistemática que prueba empíricamente estas 

dinámicas en el contexto del crimen organizado, contribuyendo con ideas prácticas para 

políticas y reformas. América Latina presenta un caso claro, como lo demuestra su aumento sin 

1El crimen organizado es un fenómeno complejo cuya definición se considera uno de los términos más 
controvertidos en la criminología académica (Santorso y Rizzuti, 2024). Como consecuencia, las definiciones de 
crimen organizado son ambiguas, varían sustancialmente y su conceptualización es altamente disputada 
(Finckenauer, 2005; Reuter y Paoli, 2020). Para este documento, utilizamos arbitrariamente la definición de Varese 
(2017), que ha ganado relevancia en los últimos años, y define el crimen organizado como un grupo que intenta 
regular y controlar la producción y distribución de un producto o servicio de manera ilegal. 
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precedentes en las tasas de encarcelamiento (Bergman y Fondevila, 2020) que afecta 

desproporcionadamente a los delincuentes no violentos, mientras que los delitos asociados al 

crimen organizado—como homicidio, lavado de dinero y extorsión—continúan mostrando 

alarmantes tasas de impunidad (Scartascini, Cafferata y Gingerich, 2020). Por ejemplo, la tasa 

promedio de condenas por homicidio en la región es del 24%, significativamente inferior a la 

media global del 43% (UNODC, 2019). 

La literatura identifica una tríada de determinantes que agravan la impunidad en América 

Latina: la ausencia de autoridad estatal en territorios específicos, la ineficacia del sistema de 

justicia penal y la corrupción institucional. La ausencia del Estado crea un vacío de poder que es 

fácilmente explotado por entidades criminales, permitiéndoles establecer estructuras paralelas 

de gobernanza y control (Paoli, 2002; Barnes, 2017). Además, los sistemas judiciales en toda la 

región están plagados de ineficiencias que obstaculizan su capacidad para procesar y castigar el 

crimen de manera efectiva. Los estudios indican que estos sistemas a menudo están 

sobrecargados, carecen de recursos y son susceptibles a la corrupción, lo que compromete 

gravemente su eficiencia operativa e integridad (Pion-Berlin y Carreras, 2017; Lessing, 2016; 

Croci, 2023; Croci y Gomez, 2025). Relacionado con esto, altos niveles de corrupción agravan 

aún más esta crisis, ya que permite a las redes criminales manipular resultados legales y evadir 

la persecución penal, manteniendo así sus empresas criminales y el funcionamiento de 

mercados ilegales  con relativa impunidad (Rose-Ackerman, 1998; Dammert y Malone, 2002). 2

Siguiendo esta lógica, el documento presenta tres hipótesis para explicar los altos niveles de 

impunidad relacionados con el crimen organizado: 

H1: La ausencia del Estado en territorios específicos está asociada positivamente con 

niveles más altos de impunidad, ya que las entidades criminales explotan vacíos de 

poder para establecer estructuras paralelas de gobernanza. 

2 Un mercado ilegal se define como un ámbito de actividad económica donde el intercambio de bienes, servicios o 
transacciones tiene lugar al margen de la normativa vigente, sin supervisión estatal ni carga impositiva. Se trata de 
un entorno (tanto sea físico como digital) en el cual la oferta y demanda operan de forma voluntaria y sistemática, 
pero donde la producción, comercialización y/o consumo de esos bienes y servicios contraviene las disposiciones 
legales (Beckert & Wehinger, 2013; Beckert & Dewey, 2017). 
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H2: La efectividad del sistema de justicia penal, caracterizada por tribunales 

sobrecargados, falta de recursos e ineficiencias operativas, está negativamente 

correlacionada con un aumento en la impunidad, ya que socava la capacidad para 

procesar y castigar el crimen efectivamente. 

H3: La corrupción institucional agrava significativamente la impunidad al permitir que las 

redes criminales manipulen resultados judiciales, evadan responsabilidades y 

mantengan sus operaciones dentro de mercados ilegales. 

Esta investigación realiza contribuciones al campo relativamente poco explorado de la 

impunidad, particularmente en el contexto del crimen organizado. Primero, hasta donde 

sabemos, representa la primera revisión integral de la literatura internacional que se centra 

explícitamente en la intersección entre impunidad y crimen organizado. Al hacerlo, este estudio 

aborda una brecha en el discurso académico, ofreciendo un marco estructurado para entender 

las dinámicas sistémicas que permiten al crimen organizado prosperar y expandirse bajo 

condiciones de impunidad. En segundo lugar, es la primera investigación empírica que prueba 

sistemáticamente e identifica los principales impulsores de la impunidad relacionada con el 

crimen organizado. Al combinar conocimientos teóricos con un robusto análisis empírico, este 

estudio proporciona una comprensión matizada de la interacción entre la efectividad 

institucional, la corrupción, los fracasos en la gobernanza y la persistencia de redes criminales 

organizadas. Además, busca identificar cuáles de los factores examinados están más 

fuertemente asociados con la impunidad, ofreciendo ideas prácticas para políticas y reformas. 

Las siguientes secciones incluyen una revisión detallada de la literatura sobre estudios previos 

sobre impunidad, una sección metodológica que describe los datos y el enfoque empírico y un 

análisis de los resultados, seguido por una discusión sobre sus implicaciones. 

 

 

 

8 

 



 

 

 

2- Revisión de literatura existente 
 

Esta sección investiga y revisa sistemáticamente el problema penetrante de la impunidad en el 

contexto del crimen organizado en América Latina, identificando una compleja interacción de 

factores sociopolíticos e institucionales que perpetúan este problema. Trabajos anteriores 

muestran cómo la ausencia de una presencia estatal efectiva en varias regiones crea un vacío 

que es fácilmente explotado por las organizaciones criminales, un fenómeno ampliamente 

discutido en la literatura (Paoli, 2002; Arias, 2017). Estos grupos a menudo asumen roles que 

típicamente están a cargo de las autoridades estatales, estableciendo así estructuras de 

gobernanza paralelas que perpetúan el crimen y socavan el estado de derecho (Skarpedas, 

2001; Barnes, 2017). Algunos estudios sugieren que el crimen organizado, en ciertos contextos, 

puede tener incentivos para limitar la violencia y mantener el orden a través de estructuras de 

gobernanza paralelas. Estas estructuras incluso pueden ofrecer servicios de resolución de 

conflictos, lo que potencialmente socava el papel de las fuerzas del orden y fomenta un 

consenso comunitario que legitima y considera a los líderes de las pandillas como "líderes 

comunitarios" (Anziani, Favarin y Campdelli, 2019; Ferreira y Gonçalves, 2022; Clancy, Brookman 

y Maguire, 2023). 

Otros académicos postulan que las organizaciones criminales a menudo gobiernan en contextos 

donde el Estado no está ausente, sino que presente. Como resultado, una relación más 

compleja entre la gobernanza del Estado y la gobernanza criminal emerge, en la cual las 

organizaciones criminales proveen gobernanza local, orden y seguridad al costo del debido 

proceso, complementando y coexistiendo con el monopolio del Estado de violencia, llevando a 

un “duopolio de violencia” (Uribe et al., 2022). En esta situación, la gobernanza es ejercida por 

actores estatales y por organizaciones criminales. Para mantener este gobierno híbrido, los 

actores violentos no estatales buscan ganar legitimidad dentro de las comunidades, resuelven 

problemas locales y ofrecen servicios sociales. En estas circunstancias, la población que se 

encuentra viviendo debajo del duopolio de violencia empieza a ver a la gobernanza no estatal 
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como más efectiva que la estatal, socavando el Estado de Derecho e impulsando un ambiente 

de impunidad al mismo tiempo (Duarte, de Macedo y Ferreira 2021; Uribe et al., 2022).  

Además, en el centro de la discusión se encuentra la ineficiencia crónica del sistema de justicia 

penal en el sur global. Los estudios han demostrado de manera consistente que la incapacidad 

de la policía, los tribunales y los centros de corrección para disuadir, capturar, procesar y 

rehabilitar a los delincuentes contribuye significativamente a los altos niveles de criminalidad 

(Becker, 1974; Arias y Ungar, 2009; Lappi-Seppälä y Lehti, 2014; Lessing, 2016; Huebert y Brown, 

2018; Croci, 2023). Este fracaso sistémico no solo alienta las actividades criminales, sino que 

también reduce el riesgo de repercusiones legales, facilitando así un terreno propicio para que 

el crimen organizado prospere (Pion-Berlin y Carreras, 2017). Este fallo sistemático dentro del 

proceso judicial, junto con la ineficacia de las fuerzas policiales, caracterizado por la corrupción 

y la ineptitud, y por lo tanto, una falta de confianza pública exacerba esta situación. A medida 

que los ciudadanos pierden la fe en la capacidad de las fuerzas del orden para protegerlos y 

hacer cumplir la ley, las organizaciones criminales pueden operar con mayor impunidad, 

consolidando aún más su poder e influencia en la sociedad (Pion-Berlin y Carreras, 2017). 

Otro aspecto relacionado a la impunidad son los altos niveles de corrupción institucional 

presentes en el sur global. La corrupción dentro de los sistemas de aplicación de la ley y el 

sistema judicial permite a las organizaciones criminales manipular los resultados legales y 

proteger sus operaciones, aumentando significativamente su capacidad para operar con 

impunidad (Rose-Ackerman, 1998; Dammert y Malone, 2002). Esta corrupción no solo 

obstaculiza la aplicación de la justicia, sino que también erosiona la confianza pública y la 

legitimidad en estas instituciones (Ungar, 2013; Lappi-Seppälä y Lehti, 2014). También es 

señalado que los países con niveles percibidos más altos de corrupción reportan una mayor 

prevalencia de crimen y violencia, lo que indica que la corrupción es uno de los muchos factores 

que exacerba las tasas de criminalidad y homicidio, contribuyendo así a una aplicación de la ley 

ineficaz (Quimet y Montmagny-Grenier, 2014; Morris, 2018, Chainey et al., 2021; Croci y 

Chainey, 2023). Las consecuencias de estos factores son profundas, lo que lleva a una 

disminución del apoyo social y la legitimidad de las instituciones públicas, lo que a su vez 

 

10 

 



 

 

 

erosiona el tejido social y complica los esfuerzos para combatir el crimen organizado de manera 

efectiva (Beetham, 1991; Tyler, 2006; Tankebe, 2012; Nivette, 2013). 

En general, la revisión de la literatura subraya la necesidad de un enfoque integral y coordinado 

que aborde las causas fundamentales de la gobernanza criminal, mejore la efectividad del 

sistema de justicia penal y combata la corrupción. Tales esfuerzos son esenciales para reducir la 

impunidad y restaurar la confianza pública en las instituciones diseñadas para mantener la 

justicia y el orden público. Estos hallazgos se alinean con la investigación actual que aboga por 

una estrategia multifacética para combatir el crimen organizado, reforzando la urgencia y 

relevancia de intervenciones políticas innovadoras (Wacquant, 2009; Bergman y Fondevila, 

2020). 

3- Métodos y data 
 

La investigación emplea un análisis de regresión de panel para explorar la relación entre la 

impunidad y tres variables independientes principales: i) ausencia del Estado, ii) efectividad 

institucional y iii) corrupción. Este método se elige por su capacidad para tener en cuenta la 

heterogeneidad específica individual, lo cual es crucial en estudios que involucran datos de 

múltiples países a lo largo de varios años (Campbell y Stanley, 1963). El estudio abarca un 

período de 6 años, desde 2015 hasta 2020, e incluye una muestra de 66 países. La muestra 

incluye 28 países europeos, 19 países de América Latina y el Caribe, 3 países de América del 

Norte, 11 países asiáticos, 4 países africanos y 1 de Oceanía. 

Tres técnicas analíticas principales generalmente se utilizan para los datos de panel: Mínimos 

Cuadrados Ordinarios (MCO), modelos de efectos fijos y modelos de efectos aleatorios. La 

elección de un modelo de efectos aleatorios se debió a su eficiencia para capturar tanto las 

variaciones entre países como las variaciones dentro de los países, lo que lo hace adecuado 

para analizar las complejas dinámicas entre gobernanza e impunidad (Borenstein, Hedges, 

Higgins y Rothstein, 2010). Este enfoque del modelo ayuda a diferenciar el impacto de los 
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factores institucionales sobre la impunidad en un conjunto diverso de países, considerando 

tanto las variaciones transversales como las temporales (Fearon, 2011). 

La variable dependiente es el nivel de impunidad de los paises. Los datos sobre impunidad se 

obtuvieron del Índice de Impunidad Global (GII), elaborado por la Universidad de las Américas 

Puebla (UDLAP). Como se mencionó, la definición de impunidad es “la ausencia de 

responsabilidad penal de facto o de jure por parte de los perpetradores de violaciones, así como 

de responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan a cualquier investigación 

respecto a su acusación, arresto, enjuiciamiento y, si hallados culpables, condenados a penas 

adecuadas, incluyendo compensación por el daño causado a sus víctimas” (Consejo de 

Derechos Humanos, 2005 p.6). La medida del índice se presenta como una puntuación 

estandarizada que varía de 0 a 100. Las puntuaciones más bajas representan niveles más bajos 

de impunidad y las puntuaciones más altas representan niveles más altos de impunidad. 

Para cada una de las tres hipótesis, se eligieron variables independientes. Para la ausencia del 

Estado, se utilizó el Indicador de Servicios Públicos del Índice de Estados Frágiles. Este indicador 

analiza la presencia de funciones básicas del Estado que proporcionan servicios esenciales como 

salud, educación y agua, al mismo tiempo que considera la capacidad del Estado para proteger a 

sus ciudadanos. La medida del índice se presenta como una puntuación estandarizada que varía 

de 0 a 10. Las puntuaciones más bajas representan niveles más altos de capacidades en 

servicios públicos y las puntuaciones más altas representan niveles más bajos de capacidades 

en servicios públicos. 

Para la efectividad del gobierno, los datos se obtuvieron del Índice de Estado de Derecho, que 

se considera un conjunto de datos confiable y completo para examinar las variaciones de 

gobernanza entre países. La medida de cada componente se presenta como una puntuación 

estandarizada que varía de 0 a 1. Específicamente, se seleccionaron los siguientes componentes 

del índice para ser incluidos en el análisis: “El sistema de investigación criminal es efectivo”, “El 

sistema de adjudicación criminal es oportuno y efectivo” y “El sistema correccional es efectivo 

para reducir el comportamiento criminal”. El componente “El sistema de investigación criminal 
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es efectivo” mide si los perpetradores de delitos son acusados. Este componente también 

examina si la policía, los investigadores y los fiscales tienen los recursos necesarios, están libres 

de corrupción y realizan sus funciones de manera efectiva. De manera similar, el componente 

“El sistema de adjudicación criminal es oportuno y efectivo” mide si los perpetradores de 

delitos son procesados y castigados. Finalmente, el componente “El sistema correccional es 

efectivo para reducir el comportamiento criminal” se centra en investigar si las instituciones 

correccionales son seguras, respetan los derechos de los prisioneros y son efectivas en la 

reducción de la reincidencia. 

Para la corrupción institucional, este estudio también utiliza datos de los componentes del 

Índice de Estado de Derecho, ya que proporciona los niveles de corrupción de cada sección 

específica del sistema de justicia penal. Todos los componentes utilizados para medir la 

corrupción se presentan como una puntuación estandarizada que varía de 0 a 1, donde 

puntuaciones más altas indican un mejor desempeño. Específicamente, el componente “los 

funcionarios gubernamentales en el poder judicial no utilizan el cargo público para beneficio 

privado” examina si los jueces y funcionarios judiciales se abstienen de solicitar o aceptar 

sobornos para realizar sus funciones o acelerar procesos, y si el poder judicial y las decisiones 

judiciales están libres de influencia por parte del gobierno, organizaciones criminales u otros 

intereses privados. La variable “los funcionarios gubernamentales en la policía y el ejército no 

utilizan el cargo público para beneficio privado” mide si los oficiales de policía e investigadores 

criminales se abstienen de solicitar y aceptar sobornos para realizar servicios policiales o 

investigar delitos. También contempla si los funcionarios están libres de cualquier influencia 

indebida. La corrupción en el poder legislativo también se incluyó en el análisis. Esta variable 

investiga si “los funcionarios gubernamentales en el poder legislativo no utilizan el cargo público 

para beneficio privado”, midiendo si los miembros del legislativo se abstienen de solicitar o 

aceptar sobornos a cambio de favores políticos o votos favorables sobre legislación. Además, se 

discutirá las limitaciones de elegir estas variables en una sección posterior. 
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Para mitigar la posible multicolinealidad, se realizó una prueba del Factor de Inflación de la 

Varianza (VIF) antes de ejecutar cada modelo, asegurando que ninguna variable independiente 

influyera excesivamente en los resultados debido a una alta correlación con otras variables 

(Paul, 2006). El alto Factor de Inflación de Varianza (VIF) observado para las variables “El sistema 

penal está libre de corrupción” y “Los funcionarios gubernamentales en el poder ejecutivo no 

utilizan el cargo público para beneficio privado” hizo necesaria su exclusión del modelo para 

abordar la multicolinealidad. Esto se debe probablemente a que estas variables se superponen 

conceptualmente con otras ya incluidas, como “Los funcionarios gubernamentales en la policía 

y el ejército no utilizan el cargo público para beneficio privado” y “Los funcionarios 

gubernamentales en el poder judicial no utilizan el cargo público para beneficio privado.” Las 

variables restantes también capturan la corrupción dentro de componentes específicos del 

sistema de justicia penal y del gobierno, lo que hace que las variables excluidas sean 

redundantes. Al excluirlas, el modelo evita inflar los errores estándar, asegurando un análisis 

más estable e interpretable. 

Para abordar posibles problemas derivados de la naturaleza compuesta de la variable de 

Servicios Públicos, que abarca una amplia gama de funciones del Estado como salud, educación, 

infraestructura y policía, se emplearon dos modelos de regresión. El primer modelo incluyó la 

variable de Servicios Públicos para evaluar su relación general con la impunidad junto con otros 

predictores. El segundo modelo excluyó los Servicios Públicos para mitigar la multicolinealidad y 

la varianza superpuesta con otras variables, como la corrupción policial y la efectividad judicial, 

que pueden capturar independientemente dimensiones específicas de la gobernanza. Este 

enfoque permitió un análisis más robusto de los predictores de la impunidad, asegurando que la 

inclusión de un indicador compuesto no influyera desproporcionadamente en los resultados. 
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4- Resultados 
 
Los resultados del análisis de regresión de panel ofrecen un examen exhaustivo de los vínculos 

hipotetizados entre la ausencia del estado, la eficacia institucional, la corrupción y la impunidad 

en un conjunto diverso de países. Los hallazgos revelan dinámicas que subrayan la importancia 

de la calidad de la gobernanza y el control de la corrupción en la determinación de los patrones 

del crimen organizado y la impunidad. Esta sección describe los resultados estadísticos 

derivados de los dos modelos, cada uno diseñado para desglosar las influencias distintas de los 

factores gubernamentales e institucionales en la impunidad.  

 Tabla 1: Estadísticas descriptivas 

 

La Tabla 1 muestra las estadísticas univariadas para las variables utilizadas en el análisis. Las 

estadísticas revelan una variación considerable en los niveles de impunidad, medidos por el GII, 

a través del conjunto de datos, que incluye 198 observaciones. Los niveles de impunidad varían 

desde un mínimo de 20,26 hasta un máximo de 80, con una media de 50,56 y una desviación 

estándar de 12,68, lo que indica una disparidad sustancial en los niveles de impunidad entre 

diferentes países. La ausencia del Estado, medida por la variable de Servicios Públicos, varía de 

0,6 a 8,8, con una media de 3,96 y una desviación estándar de 2,10, mostrando una fuerte 

variación en la ausencia del Estado a través de la muestra de datos. La efectividad del sistema 

correccional tiene una media de 0,44, con valores que oscilan entre 0,0 y 0,97, y una desviación 
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estándar de 0,22, lo que sugiere cierta heterogeneidad en la rapidez y eficiencia con que los 

sistemas legales procesan los casos. Otras variables como la corrupción en el Poder Judicial 

también muestran una variación significativa, con una media de 0,669 y una desviación 

estándar de 0,22, variando entre 0,16 y 0,99. Esta variación en variables clave subraya la 

heterogeneidad que existe entre los países y regiones incluidos en el conjunto de datos, lo que 

probablemente tendrá importantes implicaciones para las relaciones exploradas en análisis 

posteriores. 
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Tabla 2: Resumen de los resultados de las regresiones de panel – Modelos 1 y 2. 

 

 Variable dependiente: 

 Impunidad 

 (1) (2) 

Servicios Públicos 5.505***  

 (0.826)  

   

Efectividad de la Investigación 
Criminal  

9.101 11.515 

 (7.925) (8.848) 

   

Efectividad de la adjudicación 
criminal 

4.332 -3.250 

 (9.782) (10.925) 

   

Efectividad del Sistema 
Correccional 

-10.261 -24.561*** 

 (8.007) (8.677) 

   

Corrupción en el Judicial 3.694 -14.094 

 (8.652) (9.338) 

   

Corrupción en la Policía -5.737 -23.343** 

 (10.809) (11.846) 

   

Corrupción en el Legislativo 21.443*** 24.622*** 

 (6.089) (6.854) 

   

Constante 19.798** 73.132*** 

 (8.803) (4.111) 

   

 

Observaciones 198 198 

R2 0.430 0.287 

R2  ajustado  0.409 0.264 

Estadístico F 143.155*** 76.827*** 

 

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01 
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En el primer modelo, la variable de Servicios Públicos presenta un coeficiente positivo 

estadísticamente significativo (5.505, p < 0.01). Este resultado indica que niveles más altos de 

inadecuaciones o desigualdades en la provisión de servicios públicos están positivamente 

asociados con niveles más altos de impunidad. La variable de Corrupción Judicial tiene un 

coeficiente positivo (3.694) que no es estadísticamente significativo. Finalmente, la variable de 

Corrupción Legislativa demuestra un coeficiente positivo estadísticamente significativo (21.443, 

p < 0.01), lo que indica que niveles más altos de corrupción dentro del poder legislativo están 

asociados con un aumento en los niveles de impunidad. Todas las demás variables no fueron 

estadísticamente significativas. 

En el segundo modelo, la variable de Efectividad del Sistema Correccional presenta un 

coeficiente negativo estadísticamente significativo (-24.561, p < 0.01). Este resultado sugiere 

que las mejoras en el desempeño del sistema correccional están asociadas con niveles más 

bajos de impunidad. La variable de Corrupción Policial también muestra un coeficiente negativo 

estadísticamente significativo (-23.343, p < 0.01), lo que indica que las reducciones en la 

corrupción policial están asociadas con niveles más bajos de impunidad. De manera similar, la 

variable de Corrupción Legislativa es estadísticamente significativa y está positivamente 

asociada con la impunidad (24.622, p < 0.01), sugiriendo que niveles más altos de corrupción en 

el poder legislativo conducen a un aumento en la impunidad. Al igual que en el modelo anterior, 

la variable de Investigaciones Criminales tiene un coeficiente positivo, pero no es 

estadísticamente significativo; la variable de Adjudicación Criminal muestra un coeficiente 

negativo, pero también es estadísticamente insignificante. Finalmente, la variable de Corrupción 

Judicial tiene un coeficiente negativo, pero sigue siendo estadísticamente insignificante en este 

modelo. 

El primer modelo, que incluye la variable de Servicios Públicos, demuestra un mayor poder 

explicativo, con un valor de R² de 0.430. Esto indica que el 43% de la varianza en la impunidad 

es explicada por las variables independientes incluidas en el modelo. El valor ajustado de R² es 
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ligeramente más bajo, reflejando ajustes por el número de predictores y el tamaño de la 

muestra, pero aun así confirma el ajuste relativamente fuerte del modelo. El alto poder 

explicativo sugiere que variables como los Servicios Públicos, junto con otros predictores, 

proporcionan colectivamente una visión significativa sobre los factores que impulsan la 

impunidad. La estadística F para el Modelo 1 es de 20.57 (p < 0.01), lo que indica que las 

variables independientes en este modelo mejoran significativamente la predicción de la 

impunidad en comparación con un modelo nulo. 

El segundo modelo, que excluye la variable de Servicios Públicos, tiene un valor de R² más bajo 

de 0.287, lo que significa que solo el 28.7% de la varianza en la impunidad es explicada por las 

variables restantes. El valor ajustado de R² confirma aún más la reducción en el poder 

explicativo del modelo en comparación con el Modelo 1. A pesar de esto, la estadística F para el 

Modelo 2 sigue siendo estadísticamente significativa con un valor de 12.57 (p < 0.01), lo que 

indica que las variables independientes en este modelo aún explican una proporción 

significativa de la varianza en la impunidad. 

5- Discusión 
Los resultados para la variable de Servicios Públicos revelan una asociación significativa y 

positiva con la impunidad, subrayando el papel de la provisión efectiva y equitativa de servicios 

públicos en la reducción de la impunidad. Específicamente, el coeficiente positivo 

(5.505***sugiere que a medida que los servicios públicos se deterioran—ya sea por acceso 

inadecuado, distribución desigual o mala calidad—la impunidad aumenta (ver Figura 1). Esta 

relación destaca cómo las deficiencias en funciones esenciales del Estado, como la atención 

médica, la educación, la policía y la infraestructura, socavan la capacidad del Estado para hacer 

cumplir el estado de derecho y proporcionar justicia. 
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Figura 1: Niveles de impunidad y suministro de servicios públicos (2020). 

 

Fuente: Elaboración propia basada en datos del Índice de Estados Frágiles (2020) y Indice Global de impunidad 

(2020). Nota: líneas puntuadas representan el promedio de la muestra de datos.  

Los servicios públicos débiles o desiguales parecen ser un factor importante en la expansión del 

control del crimen organizado, ya que la ausencia o inadecuación de funciones fundamentales 

del Estado agrava las vulnerabilidades a las actividades criminales. La insuficiencia de la policía a 

menudo deja a grandes porciones de la población sin mecanismos para abordar los delitos o 

responsabilizar a los perpetradores. De manera similar, la mala infraestructura y las 

disparidades de recursos entre áreas urbanas y rurales crean barreras que obstaculizan los 

procesos de aplicación de la ley y judiciales. Estas debilidades sistémicas permiten que los 
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actores criminales operen con impunidad, afectando desproporcionadamente a las poblaciones 

marginadas que carecen de protección y servicios del Estado (Felbab-Brown, 2011). 

En América Latina, las deficiencias en la provisión de servicios públicos en asentamientos 

informales como las villas miseria de Buenos Aires y las favelas  de Río de Janeiro han 3

fomentado entornos propicios para el crimen organizado. La limitada presencia del Estado en 

estas áreas resulta en un acceso inadecuado a servicios esenciales como salud, educación y 

seguridad, dejando a los residentes dependientes de proveedores alternativos. Las 

organizaciones criminales explotan estos vacíos de gobernanza al suministrar servicios básicos y 

establecerse como autoridades de facto, ganando a menudo la lealtad de las comunidades 

locales (Lessing, 2022). Por ejemplo, en las favelas de Río, los grupos de tráfico de drogas actúan 

como gobiernos paralelos, distribuyendo necesidades y haciendo cumplir su propio orden 

social, lo que perpetúa ciclos de dependencia e impunidad (Benmergui, 2009; Sampaio, 2021). 

Esta dinámica no solo socava la legitimidad del Estado, sino que también arraiga el crimen 

organizado, presentando desafíos significativos para la gobernanza y el estado de derecho en la 

región. 

Por ejemplo, Durán (provincia de Guayas) en Ecuador es el cantón  más violento en relación con 4

su número de habitantes (OECO, 2024). En 2023 registró una tasa de homicidios de 148.07 

casos por cada 100,000 habitantes, una tasa más alta que la de las ciudades mexicanas de 

Colima y Ciudad Obregón, las más violentas del mundo en 2023 (Garcia, 2024). Gran parte de 

esta violencia está asociada con el crimen organizado, en particular conflictos entre Chone 

Killers y los Latin Kings que luchan por el control de las rentas del mercado ilegal (Austin, 2024). 

Como un territorio con baja capacidad de presencia estatal y serias dificultades para 

proporcionar servicios básicos—con un 70% de la ciudad careciendo de acceso a agua potable y 

un 78% sin alcantarillado—hay una tasa significativa de pobreza (7 de cada 10 habitantes sufren 

4 Los “cantones” son la segunda subdivisión territorial/administrativa más grande del Ecuador, por debajo de las 
“provincias” y por encima de las “parroquias”. 

3 Un estimado de 22% de la población de Rio de Janeiro, aproximadamente 1 millón de personas vive en las favelas 
(Atuesta y Soares, 2018; Rod, 2019) 
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pobreza debido a necesidades básicas insatisfechas), mientras que solo el 47% de la población 

ha completado la educación básica y el 37% ha alcanzado la educación secundaria (Investigación 

Durán, 2024; Loaiza, 2024). 

En resumen, los resultados confirman la primera hipótesis y sugieren que fortalecer la provisión 

de servicios públicos (y por ende reducir la ausencia del Estado) es esencial no solo para 

mejorar los niveles de vida sino también para mejorar el estado de derecho y la rendición de 

cuentas. Las inversiones en el acceso equitativo a los servicios, particularmente en áreas 

marginadas, y las reformas específicas para mejorar la calidad de la administración pública y la 

infraestructura pueden abordar los factores clave de la impunidad. Esta relación enfatiza la 

necesidad de estrategias de gobernanza holísticas que integren la provisión de servicios 

públicos con esfuerzos más amplios para fortalecer los marcos institucionales, aumentar la 

capacidad del Estado para proteger a sus ciudadanos y reducir la corrupción. Al garantizar que 

los servicios públicos sean accesibles, efectivos y distribuidos de manera justa, los Estados 

pueden construir una base más sólida para reducir la impunidad y fomentar la confianza social. 

Si bien los resultados para la variable de Servicios Públicos indican una relación positiva 

significativa con la impunidad, deben interpretarse con precaución debido a la naturaleza 

compuesta de la variable. Como se mencionó, el indicador de Servicios Públicos abarca una 

amplia gama de dimensiones, lo que dificulta discernir cuál de todas las variables afecta 

directamente los niveles de impunidad. Además, esta agregación introduce riesgos potenciales 

de multicolinealidad y varianza superpuesta con otros predictores en el modelo, lo que podría 

inflar su significancia estadística. Por ejemplo, si aspectos específicos de los servicios públicos, 

como la policía o la infraestructura, ya están capturados por otras variables independientes en 

el modelo (por ejemplo, corrupción policial o eficiencia judicial), el coeficiente de Servicios 

Públicos puede reflejar varianza compartida en lugar de un efecto causal independiente. 

Adicionalmente, el amplio alcance de la variable puede oscurecer dinámicas matizadas, como si 

la relación observada es impulsada principalmente por deficiencias en la infraestructura física, 

distribución desigual de servicios o medidas de seguridad débiles. Por esta razón, se probó la 
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multicolinealidad utilizando VIFs y se llevaron a cabo múltiples modelos de regresión, uno con 

las variables de Servicios Públicos y otro sin ellas.  

El segundo modelo proporciona información sobre los factores específicos que contribuyen a la 

impunidad, particularmente en contextos que involucran crimen organizado. Los resultados 

respaldan las Hipótesis 2 y 3, pero en instituciones públicas específicas. La Hipótesis 2, que 

postula que la ineficacia del sistema de justicia penal está correlacionada positivamente con la 

impunidad, se confirma con el coeficiente negativo estadísticamente significativo para la 

Efectividad del Sistema Correccional. Este hallazgo subraya el papel crítico de los sistemas 

correccionales en la reducción de la impunidad, ya que las deficiencias en instalaciones seguras 

y medidas efectivas de rehabilitación permiten que los delincuentes evadan la plena 

responsabilidad. En el contexto del crimen organizado, las instituciones correccionales 

ineficaces a menudo sirven como centros de reclutamiento y coordinación, perpetuando 

actividades criminales y debilitando la capacidad del sistema de justicia para disuadir futuras 

violaciones, lo que a su vez conduce a niveles aumentados de impunidad. La Hipótesis 3, que 

vincula la corrupción institucional con niveles más altos de impunidad, también se valida con los 

coeficientes significativos para la Corrupción Policial y la Corrupción Legislativa. La corrupción 

dentro de las fuerzas del orden permite a las redes criminales manipular investigaciones y 

evadir el enjuiciamiento, mientras que la corrupción legislativa facilita el mantenimiento de la 

impunidad al crear vacíos legales, obstruir la supervisión judicial y proporcionar protección 

política a los actores criminales. Juntos, estos hallazgos destacan cómo la corrupción sistémica y 

las ineficiencias en el sistema de justicia penal crean un entorno propicio para el crimen 

organizado, reforzando ciclos de impunidad y socavando la gobernanza. 

La variable de Efectividad del Sistema Correccional presenta un coeficiente negativo 

estadísticamente significativo (-24.561, p < 0.01), lo que indica que las mejoras en los sistemas 

correccionales están asociadas con una reducción de la impunidad. Esto resalta el papel de las 

instituciones correccionales no solo en castigar a los delincuentes, sino también en prevenir su 

regreso al crimen. Las organizaciones criminales explotan la falta de instalaciones seguras y 
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rehabilitadoras para expandir sus operaciones, tanto dentro como fuera de las paredes de la 

prisión. En regiones donde los sistemas correccionales son ineficaces, las prisiones pueden 

convertirse en criaderos del crimen organizado, permitiendo a las pandillas consolidar poder, 

coordinar actividades criminales y expandir sus redes externamente (Lessing, 2017; Skarbek, 

2020). Por el contrario, los sistemas correccionales efectivos interrumpen estas dinámicas, 

reduciendo así la impunidad. 

Por ejemplo, en América Latina, las prisiones a menudo se han convertido en incubadoras para 

el crimen organizado. La débil supervisión y la corrupción permiten que las pandillas controlen 

los entornos carcelarios, recluten miembros y orquesten empresas criminales desde dentro. Por 

ejemplo, el Primeiro Comando da Capital (PCC) en Brasil evolucionó de una pandilla carcelaria a 

una poderosa organización criminal con una amplia influencia tanto dentro como fuera de las 

prisiones. En resumen, las prisiones bajo sistemas ineficaces se convierten en centros de 

reclutamiento donde las pandillas aumentan sus filas al cooptar a individuos vulnerables 

(Bergman y Fondevila, 2020). Pierce y Fondevila (2020) añaden que las prisiones mexicanas 

perpetúan la violencia, ya que los reclusos a menudo dependen de las pandillas para 

protección, lo que arraiga comportamientos criminales y aumenta los riesgos de reincidencia al 

ser liberados. Estos reclutas suelen provenir de comunidades marginadas con acceso limitado a 

la educación o empleo legítimo, perpetuando ciclos de pobreza y crimen. A medida que estas 

redes se expanden, generan un mayor número de operativos que pueden abrumar los esfuerzos 

de aplicación de la ley, dificultando el enjuiciamiento o encarcelamiento de todos los miembros 

involucrados. Este efecto de escala amplifica la impunidad, ya que el sistema de justicia se 

vuelve incapaz de mantenerse al día con el volumen del crimen organizado. 

Los sistemas correccionales ineficaces permiten que las pandillas carcelarias actúen como 

autoridades paralelas, no solo dentro de las prisiones, sino también en comunidades más 

amplias. Por ejemplo, grupos como el PCC en Brasil o Barrio 18 en Centroamérica mantienen 

estructuras jerárquicas sofisticadas, imponen sus propias reglas y a menudo proporcionan 

servicios o protección en áreas descuidadas por el Estado (Feltran, 2020). Skarbek (2014, 2020) 
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argumenta que la falta de control en las prisiones empodera a las organizaciones criminales. Su 

trabajo muestra que las pandillas establecen sistemas de orden dentro de las prisiones que 

refuerzan culturas criminales, haciendo que la rehabilitación sea casi imposible. Esta 

gobernanza informal por parte de las pandillas conduce a altos niveles de violencia organizada 

tanto dentro como fuera de la prisión, fomentando entornos donde se normaliza el 

comportamiento criminal y se perpetúan ciclos de violencia. Esta gobernanza paralela socava la 

autoridad del Estado y la aplicación de la ley, creando un vacío de poder en el que los actores 

estatales son incapaces—o no están dispuestos— a desafiar a estos grupos. Como resultado, los 

crímenes cometidos por estas redes tienen menos probabilidades de ser enjuiciados o 

castigados, alimentando una percepción—y una realidad—de intocabilidad. La falta de reformas 

penitenciarias efectivas permite que estas organizaciones prosperen, convirtiendo a las 

prisiones en un lugar para la expansión de redes criminales en lugar de para la rehabilitación de 

los delincuentes. 

La variable de Corrupción Policial también muestra un coeficiente negativo estadísticamente 

significativo (-23.343, p < 0.01), subrayando la importancia de la integridad dentro de las 

instituciones encargadas de hacer cumplir la ley. La corrupción entre policías e investigadores 

socava la efectividad de las investigaciones criminales, permitiendo que los perpetradores 

escapen a la aprehensión, se destruyan pruebas o se manejen deliberadamente mal los casos. 

Esto es particularmente perjudicial en el contexto del crimen organizado, donde los funcionarios 

corruptos a menudo brindan protección a grupos criminales, ofrecen acceso a información 

sensible o sabotean investigaciones. Se considera que la corrupción policial está profundamente 

arraigada dentro de las agencias policiales en América Latina (Ungar, 2013; Croci, 2023). Las 

investigaciones indican que la percepción pública de la policía en América Latina es 

abrumadoramente negativa, con una confianza limitada en su capacidad para desempeñar sus 

funciones de manera efectiva, transparente y humanitaria (Pion-Berlin y Carreras, 2017). El 

Barómetro Global de la Corrupción (2019) informó que, en promedio, el 24% de los individuos 

en la región experimentaron sobornos policiales en el último año. Este problema fue más 

prevalente en Venezuela (62%) y México (57%), seguidos por Guatemala y Honduras, ambos con 
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un 37%. Además, las tasas de soborno parecen haber aumentado con el tiempo. Según 

AmericasBarometer (2021), que analizó tendencias en victimización por sobornos desde 2018 

hasta 2021, los incidentes de soborno policial aumentaron más del 25.2% en México y 

aproximadamente un 18% en Nicaragua, Paraguay y Perú. 

Los resultados subrayan la importancia de implementar controles y equilibrios que aseguren 

una ejecución adecuada y responsable de las funciones policiales. Existen diferentes 

mecanismos para alcanzar este objetivo. Las unidades de asuntos internos son fundamentales 

para mantener la responsabilidad policial al investigar conductas indebidas y hacer cumplir la 

adherencia a estándares éticos y profesionales. Estas unidades operan dentro de la estructura 

policial, enfocándose en abordar quejas, realizar investigaciones sobre el comportamiento de 

los oficiales y recomendar acciones disciplinarias por violaciones. Sin embargo, en América 

Latina, las unidades de asuntos internos a menudo enfrentan desafíos significativos, incluyendo 

corrupción, recursos limitados y falta de autonomía. Por ejemplo, en México y Colombia, las 

unidades de asuntos internos han sido criticadas por su limitada independencia y 

susceptibilidad a presiones institucionales, lo que socava su efectividad para abordar conductas 

indebidas y reconstruir la confianza pública. Para abordar estos problemas, las reformas 

deberían priorizar la independencia, la protección de denunciantes y una capacitación mejorada 

para el personal encargado de supervisar los procesos de responsabilidad (Goldsmith, 2005; 

Sklansky, 2008; Costa, 2016). 

Además, los organismos de supervisión externa complementan efectivamente los mecanismos 

internos de responsabilidad al llevar a cabo investigaciones independientes y promover la 

transparencia en las operaciones policiales. Estas instituciones incluyen oficinas del 

ombudsman, comisiones de derechos humanos y juntas de revisión independientes. En América 

Latina, su importancia es particularmente evidente ante la persistente conducta indebida 

policial, como la corrupción y los asesinatos extrajudiciales. Un ejemplo notable es la Oficina del 

Ombudsman de São Paulo, que ha expuesto con éxito las actividades de escuadrones de la 

muerte y ha abogado por reformas policiales sustanciales, demostrando el impacto potencial de 
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una supervisión robusta (Human Rights Watch, 2009). Sin embargo, los organismos de 

supervisión externa a menudo enfrentan desafíos significativos, incluyendo interferencia 

política, autoridad limitada para llevar a cabo investigaciones exhaustivas y financiamiento 

insuficiente. A pesar de estos obstáculos, estos organismos son indispensables para restaurar la 

confianza pública y hacer cumplir la responsabilidad policial. Para mejorar su eficacia, es 

esencial que los gobiernos aseguren su independencia operativa, asignen recursos adecuados y 

fortalezcan sus mandatos legales (Uildriks, 2009; Cruz, 2011; Byrne y Priestley, 2017). La 

implementación de organismos de supervisión mejorará la responsabilidad y supervisión, lo que 

potencialmente reducirá la corrupción y el comportamiento inapropiado de las instituciones 

policiales y, por ende, reducirá la impunidad. 

La variable de Corrupción Legislativa, con su coeficiente positivo estadísticamente significativo 

(24.622, p < 0.01), revela el papel crítico de la integridad legislativa en la lucha contra la 

impunidad. La corrupción dentro de los cuerpos legislativos puede permitir la creación o 

perpetuación de vacíos legales que benefician a las organizaciones criminales. Los miembros del 

legislativo pueden obstruir los procesos judiciales, debilitar los mecanismos de supervisión o 

proporcionar protección política a redes criminales a cambio de sobornos u otros favores. En el 

contexto del crimen organizado, la corrupción legislativa facilita la continuación de actividades 

ilegales al limitar el alcance de las medidas de aplicación y responsabilidad. Abordar la 

corrupción legislativa es vital para cerrar las brechas sistémicas que permiten que el crimen 

organizado prospere y para garantizar que el marco legal apoye, en lugar de socavar, los 

esfuerzos para combatir la impunidad. 
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Figura 2: Efectividad del Sistema Correccional en la reducción del comportamiento criminal y el uso del 

cargo público para beneficio privado por parte de la policía y el ejército (2020). 

 

Fuente: elaboración propia basada en datos del Índice de Estado de Derecho (2020) y el Índice Global de Impunidad 

(2020). Nota: las líneas punteadas representan el promedio de la muestra de datos. 

La Figura 2 presenta un diagrama de dispersión que examina la relación entre dos variables 

relacionadas con la gobernanza: "Los funcionarios del gobierno en la policía y el ejército no 

utilizan el cargo público para beneficio privado" (eje x) y "Los sistemas correccionales son 

efectivos en la reducción del comportamiento criminal" (eje y), con el Índice de Impunidad 

representado por el tamaño de los círculos. Se demuestra una relación positiva general entre las 

dos variables. Sugiere que los países con una mayor efectividad en la reducción de la corrupción 
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en la policía y el ejército también tienden a tener sistemas correccionales más efectivos y 

niveles más bajos de impunidad. 

El tamaño de los círculos representa el índice de impunidad, donde los círculos más grandes 

indican una mayor impunidad. Países como Venezuela, México y Guatemala tienen tanto 

puntajes bajos para las variables del eje x como del eje y, además de círculos grandes, lo que 

resalta sus altos niveles de impunidad. Por el contrario, países como Noruega, Dinamarca y 

Singapur exhiben tamaños de círculo pequeños, indicando baja impunidad, junto con altos 

puntajes en ambos ejes. Las naciones en el cuadrante superior derecho (por ejemplo, 

Dinamarca, Noruega, Suecia) demuestran alta efectividad tanto en la reducción de la corrupción 

como del comportamiento criminal y tienen baja impunidad. Algunos otros países se 

encuentran en el medio de la distribución, como Albania y Bosnia y Herzegovina, indicando una 

efectividad moderada en la reducción de la corrupción y el comportamiento criminal con niveles 

variables de impunidad. Los países con un mejor desempeño en ambas variables tienden a 

tener niveles de impunidad significativamente más bajos, enfatizando la importancia de 

reformas institucionales coordinadas para mejorar la gobernanza y reducir la impunidad. Por el 

contrario, un desempeño débil en cualquiera de las dimensiones está asociado con una mayor 

impunidad. 

Los resultados no significativos para las Investigaciones Criminales y la Adjudicación Criminal 

sugieren que las mejoras en estas áreas específicas por sí solas pueden no ser suficientes para 

reducir significativamente la impunidad. Para que las investigaciones tengan un impacto 

significativo, deben complementarse con una adjudicación, sentencia y aplicación efectivas. De 

manera similar, la falta de significancia para la Corrupción Judicial puede reflejar la compleja 

interacción entre los sistemas judiciales y otras instituciones, como las fuerzas del orden y el 

poder legislativo. Si bien la integridad judicial es indudablemente importante, sus efectos 

pueden ser moderados o eclipsados por fallas en otras partes del sistema. 

Los hallazgos subrayan la interconexión de las fallas institucionales en la perpetuación de la 

impunidad. La corrupción en los cuerpos policiales y legislativos parece ser un facilitador central 
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de la impunidad del crimen organizado, mientras que un sistema correccional efectivo se 

destaca como una contramedida central. Estos resultados sugieren que reducir la impunidad en 

contextos que involucran crimen organizado requiere un enfoque holístico que aborde la 

corrupción en múltiples niveles, fortalezca los sistemas correccionales y asegure la integridad de 

los procesos de aplicación de la ley y judiciales. Estas observaciones enfatizan la necesidad de 

reformas institucionales integrales para abordar las condiciones estructurales que permiten que 

la impunidad persista y que el crimen organizado prospere. Al emplear técnicas estadísticas 

robustas y un marco metodológico riguroso, estos hallazgos contribuyen al discurso más amplio 

sobre el crimen organizado, la impunidad y la gobernanza, ofreciendo evidencia empírica que 

respalda las afirmaciones teóricas sobre el papel de la presencia institucional, la integridad y la 

efectividad en la mitigación de la impunidad y el fortalecimiento de la seguridad. 

6- Limitaciones 
Este estudio, si bien proporciona valiosas perspectivas sobre los factores sistémicos que 

contribuyen a la impunidad relacionada con el crimen organizado, tiene varias limitaciones que 

deben considerarse. Primero, la dependencia de índices compuestos, como la variable de 

Servicios Públicos, introduce desafíos en la interpretación de los resultados debido al amplio 

alcance de los indicadores incluidos. La variable abarca múltiples dimensiones, como atención 

médica, educación, infraestructura y policía, lo que dificulta discernir qué componentes 

específicos tienen el impacto más significativo en la impunidad. Esta agregación podría 

oscurecer dinámicas matizadas y potencialmente inflar la significancia estadística de la variable. 

En segundo lugar, el estudio se centra en datos cuantitativos que, aunque robustos, pueden 

carecer de la profundidad necesaria para capturar las dimensiones contextuales y cualitativas 

de la impunidad y el crimen organizado. Por ejemplo, las dinámicas de gobernanza local, los 

factores culturales y las estructuras de poder informales a menudo juegan un papel en la 

configuración de la relación entre la capacidad del Estado y la impunidad, pero no se tienen en 
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cuenta completamente en este análisis. Incorporar métodos cualitativos, como estudios de caso 

o entrevistas, podría proporcionar una comprensión más rica de estos mecanismos. 

En tercer lugar, el alcance geográfico del estudio incluye datos de un conjunto diverso de países, 

lo que puede limitar la aplicabilidad de los hallazgos a contextos nacionales o regionales 

específicos. El crimen organizado opera de maneras altamente localizadas, y el enfoque 

transnacional puede pasar por alto diferencias críticas en las estructuras de gobernanza, las 

redes criminales y las respuestas sociales a la impunidad. Por último, las limitaciones de los 

datos pueden haber influido en los hallazgos. Las variables relacionadas con la corrupción y la 

efectividad del sistema de justicia penal dependen de percepciones y datos auto informados, lo 

que puede introducir sesgos y errores de medición. La investigación futura debería buscar 

abordar estas limitaciones incorporando fuentes de datos alternativas, análisis cualitativos y 

estudios más detallados y específicos por región para validar y ampliar los resultados 

presentados aquí. 
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7- Conclusiones  
Este estudio proporciona evidencia empírica sobre los factores sistémicos que impulsan la 

impunidad en el contexto del crimen organizado, centrándose en los roles de la corrupción 

institucional, la efectividad del sistema de justicia penal y la débil presencia del Estado. Los 

hallazgos subrayan la naturaleza interconectada de estos determinantes y su impacto colectivo 

en la incapacidad de los Estados para responsabilizar a los perpetradores. 

El papel de los servicios públicos en la configuración de la impunidad relacionada con el crimen 

organizado se destaca en los resultados. Los servicios públicos abarcan la provisión de funciones 

esenciales como atención médica, educación e infraestructura. La relación positiva y 

significativa entre las deficiencias en los servicios públicos y la impunidad sugiere que servicios 

débiles o distribuidos de manera desigual crean condiciones que facilitan la actividad del crimen 

organizado. La insuficiencia de la policía o de infraestructura, por ejemplo, permite que grupos 

criminales establezcan control sobre territorios donde la presencia del Estado es limitada o 

inexistente. Estas áreas a menudo sirven como refugios para el crimen organizado, donde 

estructuras de gobernanza paralelas reemplazan las funciones formales del Estado, reforzando 

la impunidad. Además, las disparidades en la asignación de servicios públicos—favoreciendo a 

áreas urbanas sobre rurales o a élites sobre poblaciones marginadas—exacerban las 

desigualdades y erosionan la confianza en las instituciones estatales. En el contexto del crimen 

organizado, estas brechas permiten que las redes criminales llenen el vacío dejado por el 

Estado, ofreciendo servicios o "protección" a cambio de lealtad, lo que incrusta aún más su 

influencia. Esta es una realidad particularmente común en América Latina. Los hallazgos 

subrayan que fortalecer los servicios públicos no se trata simplemente de mejorar los niveles de 

vida, sino que también es una herramienta estratégica para combatir la impunidad. 

Los resultados confirman la importancia de sistemas correccionales robustos en la reducción de 

la impunidad. La Efectividad del Sistema Correccional emergió como una variable significativa, 
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enfatizando que instalaciones seguras, el respeto por los derechos de los prisioneros y 

programas de rehabilitación efectivos no solo abordan la reincidencia, sino que también 

interrumpen las operaciones de las redes criminales organizadas. Por otro lado, las instituciones 

correccionales ineficaces perpetúan ciclos de crimen, transformando las prisiones en centros de 

actividad criminal en lugar de mecanismos de justicia. 

La corrupción institucional, particularmente dentro de las ramas policial y legislativa, también se 

identifica como un facilitador de la impunidad. La corrupción en la aplicación de la ley socava las 

investigaciones al facilitar la manipulación de pruebas, proteger a los actores criminales y 

sabotear los enjuiciamientos. La corrupción legislativa agrava esta dinámica al permitir que las 

organizaciones criminales exploten vacíos legales, influyan en la formulación de políticas y 

obstruyan los procesos judiciales. Estos hallazgos están en línea con la literatura existente sobre 

los efectos generalizados de la corrupción en el debilitamiento de la capacidad del Estado y en 

la creación de entornos propicios para el crimen organizado. 

Estos hallazgos tienen varias implicaciones para la política. Primero, se debe priorizar el 

fortalecimiento de las instituciones correccionales mediante inversiones específicas en 

seguridad, rehabilitación e infraestructura para interrumpir las operaciones del crimen 

organizado. Los sistemas correccionales efectivos previenen la reincidencia y desmantelan la 

influencia de las redes criminales que operan dentro y fuera de las paredes de la prisión. En 

segundo lugar, se deben implementar medidas anticorrupción en múltiples niveles de 

gobernanza, con un enfoque particular en los cuerpos de aplicación de la ley y legislativos. 

Mejorar la transparencia, los mecanismos de rendición de cuentas y las salvaguardias contra 

influencias indebidas es esencial para frenar la capacidad de las organizaciones criminales de 

manipular investigaciones, resultados judiciales y decisiones políticas. En tercer lugar, abordar 

las ineficiencias sistémicas en el proceso de justicia penal—desde la investigación hasta la 

sentencia—mediante reformas integrales es crucial para garantizar que los perpetradores del 

crimen organizado sean procesados y castigados efectivamente. Finalmente, la mejora en la 

provisión de servicios públicos debe integrarse en estrategias más amplias de gobernanza. Los 

servicios públicos fortalecidos no solo aumentan la confianza de los ciudadanos en las 
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instituciones estatales, sino que también interrumpen los vacíos de poder donde prosperan las 

redes criminales, creando una base más sólida para reducir la impunidad. 

En conclusión, el estudio destaca la naturaleza multifacética de la impunidad y su profunda 

interrelación con el crimen organizado. Al identificar áreas críticas para la intervención, esta 

investigación contribuye a una comprensión más amplia de cómo las debilidades institucionales 

y la corrupción perpetúan ciclos de crimen y falta de responsabilidad. Abordar estos problemas 

sistémicos no solo fortalece el estado de derecho, sino que también crea una base para una 

gobernanza más efectiva y esfuerzos sostenibles para combatir el crimen organizado. 
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